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RESUMEN 
 
 

El presente informe jurídico analiza los alcances de la potestad 

sancionadora del Organismo de Supervisión de Infraestructura de Transporte de 

Uso Público frente a Concesionario Vial del Perú SA. 

 
En particular, se analizará principalmente el presunto incumplimiento del 

manr la cláusula 7.2 del Contrato de concesión por parte del Concesionario, 

específicamente si el Concesionario incumplió con realizar las labores de 

mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5; y si es posible suspender el 

Procedimiento Administrativo Sancionador (en adelante PAS) iniciado por 

Ositran debido a la existencia de un proceso arbitral. 

 
La normativa empleada para el desarrollo y el análisis de los problemas 

son la Constitución Política del Perú, Ley del Procedimiento Administrativo 

General, Ley Marco de Organismo Reguladores, Ley de Supervisión Privada en 

Infraestructura de transporte de Uso Público y Promoción de los Servicio de 

Transporte Aéreo y el Reglamento de Sanciones e Infracciones de Ositran del 

año 2003 

 
La principal conclusión de este informe jurídico sostiene que el 

Concesionario no incumplió con realizar las labores de mantenimiento rutinario 

incumpliendo las condiciones técnicas y que el PAS debió de ser suspendido 

hasta que el Tribunal Arbitral emita una decisión. 

 
Palabras clave 

Infraestructura de transportes, Contrato de Concesión, Potestad Sancionadora, 

Proceso Administrativo Sancionador, Mantenimiento rutinario 
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ABSTRACT 
 
 

This legal report analyses the scope of the sanctioning power of the Public 

Transport Infrastructure Oversight Body against Concesionario Vial del Perú SA. 

 
In particular, it will mainly analyse the alleged breach of clause 7.2 of the 

Concession Contract by the Concessionaire, specifically if the Concessionaire 

failed to carry out routine maintenance works in subsections 2, 3 and 5; and if it 

is possible to suspend the administrative sanctioning procedure initiated by 

Ositran due to the existence of an arbitration process. 

 
The normative instruments used for the development and analysis of the 

problems are the Political Constitution of Peru, the Law of General Administrative 

Procedure, the Framework Law of Regulatory Organisms, the Law of Private 

Supervision in Transport Infrastructure for Public Use and Promotion of Air 

Transport Services and the 2003 Regulation of Sanctions and Infractions of 

Ositran. 

 
The main conclusion of this legal report is that the Concessionaire did not 

fail to carry out the routine maintenance works in breach of the technical 

conditions and that the administrative sanctioning procedure should have been 

suspended until the Arbitration Tribunal issues a decision. 

 
Keywords 

 
Transport infrastructure, Concession contract, Sanctioning Power, Administrative 

sanctioning process, Routine maintenance 
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PRINCIPALES DATOS DEL CASO 
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063-2009-GG-Ositran 

 
DEMANDANTE/DENUNCIANTE 

Organismo Supervisor de la 

Inversión en Infraestructura de 

Transporte de Uso Público 

DEMANDADO/DENUNCIADO Concesionaria Vial del Perú SA. 

INSTANCIA ADMINISTRATIVA O 

JURISDICCIONAL 
Consejo Directivo – Ositran 

TERCEROS  

OTROS  
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I. INTRODUCCIÓN 
 

1.1 Justificación de la elección de la resolución 

La relevancia de la Resolución de Consejo Directivo N°015-2010-CD-

Ositran se justifica por su relevancia en el análisis de los desafíos que enfrentan 

las concesiones de infraestructura de obra pública. Este expediente permite 

analizar el conflicto entre la Concesionaria Vial del Perú SA. y Ositran centrado 

el supuesto incumplimiento de las condiciones técnicas referidas al 

mantenimiento rutinario en los tramos Ingreso Cerro Azul – Cerro Calavera, 

Cerro Calavera – Pampa Clarita e Intercambio Chincha Alta- Empalme San 

Andrés. 

Asimismo, este caso plantea una complejidad jurídica significativa, ya que 

requiere una interpretación minuciosa del contrato de concesión, así como las 

normas aplicables, en relación al régimen administrativo sancionador, y en qué 

medida la interpretación arbitral es vinculante en las decisiones de la autoridad 

administrativa; y, si en consecuencia, corresponde suspender el procedimiento 

sancionador. 

Es así que, este expediente es crucial por varias razones. En primer lugar, 

es importante profundizar acerca del funcionamiento de las concesiones y sus 

retos dentro de los servicios públicos y obras públicas. En segundo lugar, este 

caso específico brinda la oportunidad de estudiar acerca de cómo se aplican e 

interpretan las cláusulas contractuales en situaciones controvertidas. En tercer 

lugar, se destaca la importancia de los organismos reguladores como Ositran y 

la relevancia de sus funciones como la potestad administrativa sancionadora, 

normativa y fiscalizadoras al régimen concesional. Asimismo, se debe enfatizar 

que el análisis que realiza este organismo regulador es interdisciplinario, porque 

el mismo es elaborado por abogados, ingenieros y economistas, lo cual permite 

que sus informes técnicos sean más especializados, de modo que se determine 

el incumplimiento contractual de una forma más certera. 

En conclusión, este expediente cuenta con una relevancia indiscutible en el 

ámbito académico, no solo por la complejidad jurídica que se presenta en la 

interpretación de las cláusulas en los contratos de concesión, así como su 

aplicación de la normativa jurídica y técnica pertinente. Sino también, por la 
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importancia de las concesiones de infraestructura de obra pública, y los servicios 

públicos, porque de esta manera se desarrollan aspectos cruciales como la 

economía, infraestructura, servicios y bienes públicos en el Perú. De modo que, 

se pueda concretar de forma más eficiente el respaldo de los derechos 

fundamentales de las personas garantizándoles bienes y servicios públicos de 

calidad. 

 
   1.2 Presentación del Caso 

El Concesionario y el Estado Peruano suscribieron el contrato de concesión 

en el cual establecen la obligación de la Construcción y Puesta a Punto de la 

infraestructura vial del Tramo Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica de la Carretera 

Panamericana Sur – R01S, la conservación de la Obra, explotación de la 

concesión, así como brindar mantenimiento rutinario con el objetivo de asegurar 

tráfico fluido en los Sub Tramos existentes: 2, 3 y 5.  

Sin embargo, Ositran, conforme al plan de fiscalización anual, realizó una 

inspección a la concesión otorgada al Concesionario, en la misma que se 

corroboró que se estaba incumpliendo con brindar mantenimiento rutinario 

establecido en el contrato de concesión a los sub tramos 2, 3 y 5.  

No obstante, el Concesionario, en sus descargos, señaló que los sub 

tramos en controversia no requerían mantenimiento rutinario, sino por el 

contrario requerían un mantenimiento más que rutinario para cumplir con las 

condiciones de mantenimiento estipuladas en el contrato de concesión.  

Así, el Concesionario interpuso una demanda arbitral con la finalidad de que 

se realice la interpretación del contrato de concesión en referencia a que si los 

sub tramos 2,3 y 5 deben de cumplir con las condiciones técnicas del contrato de 

concesión, ya que el Concesionario consideraba que el mantenimiento a estos 

sub tramos consistía en un Mantenimiento Periódico. Además, el Concesionario 

solicitó la paralización del PAS hasta que el tribunal arbitral emitiera su decisión. 
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A pesar de ello, el regulador dio inicio al PAS en contra del Concesionario 

en el cual se le imputó el incumplimiento de las obligaciones del contrato de 

concesión, lo cual se encuentra, aparentemente, tipificado en el artículo 15.2 del 

Reglamento de Infracciones y Sanciones de Ositran. Ante este hecho, el 

Concesionario interpuso una demanda de apelación a la Resolución Gerencial 

No 006-2010-GG-Ositran, en la misma que volvió a solicitar la paralización del 

procedimiento administrativo. 

Sin embargo, Ositran emitió la Resolución del Consejo Directivo No 015- 

2010-CD-Ositran, resolución en segunda instancia, en la que se confirma la 

sanción impuesta en primera instancia, la misma que declara responsable al 

Concesionario por el incumplimiento de realizar labores de conservación y 

mantenimiento; por lo tanto, le impone una multa ascendente a 10 UITs; y, 

además, declara la vía administrativa agotada. 

A partir de ello, surge el principal problema jurídico relevante en el caso: 

¿Es responsable administrativamente el Concesionario Vial del Perú SA. por el 

incumplimiento del mantenimiento rutinario en los tramos Ingreso Cerro Azul – 

Cerro Calavera, Cerro Calavera – Pampa Clarita e Intercambio Chincha Alta – 

Empalme San Andrés (sub tramos 2,3 y 5), tipificado en el inciso 2, artículo 15 

del Reglamento de Sanciones e Infracciones de Ositran? 

Específicamente, se cuestiona si Ositran determinó correctamente la 

obligación contractual (hecho infractor) que fue objeto del procedimiento 

administrativo sancionador; y si se debió suspenderse el procedimiento 

administrativo sancionador iniciado por el regulador contra el Concesionario en 

virtud del proceso arbitral iniciado. 

De acuerdo al análisis realizado, se evidencia que el Concesionario no fue 

sancionado adecuadamente, ya que se debió esperar la interpretación del 

tribunal arbitral con respecto a los alcances del mantenimiento rutinario en los 

sub tramos 2, 3 y 5. 

Además, que la tipificación de la supuesta infracción cometida no fue 

correcta, ya que el inciso 2 del artículo 15 del RIS sanciona a aquel 

Concesionario que incumple con brindar mantenimiento. Sin embargo, en el 

presente caso, el Concesionario a pesar de brindar el mantenimiento rutinario, el 



8  

mismo que formaba parte dentro de sus obligaciones del contrato de concesión, 

no logró cumplir con los estándares técnicos requeridos por el regulador, ya que 

los sub tramos 2, 3 y 5 para cumplir con estas condiciones requerían 

mantenimiento periódico. 

 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 
 

2.1 Antecedentes 
 

El Concesionario y el Estado Peruano suscribieron un contrato de concesión el 

20 de setiembre del 2005, en el cual establecen la obligación de la Construcción y 

Puesta a Punto de la infraestructura vial del Tramo Puente Pucusana – Cerro Azul – Ica 

de la Carretera Panamericana Sur – R01S, la conservación de la Obra, explotación de 

la concesión, así como brindar mantenimiento rutinario con el objetivo de asegurar 

tráfico fluido en los Sub Tramos existentes: Puente Pucusana – Ingreso Cerro Azul (Sub 

Tramo No 1); Cerro Azul – Cerro Calavera (Sub Tramo No 2); Cerro Calavera - Pampa 

Clarita (Sub Tramo 3); Pampa Clarita – Intercambio Chincha Alta (Sub Tramo No 4); 

Intercambio Chincha Alta – Empalme San Andrés (Sub Tramo No 5); y, finalmente, 

Empalme San Andrés – Guadalupe (Sub Tramo No 6). 

La obligación principal del Concesionario consistía en realizar las Obras; sin 

embargo, los 02 primeros años el Concesionario estaba obligado a realizar la Puesta a 

Punto desde el tramo Puente Pucusana hasta Cerro Azul. Los dos años posteriores, el 

Concesionario debe realizar la puesta a punto desde los sub tramos de Pampa Clarita 

hasta Intercambio Chincha Alta. 

Del mismo modo, el Concesionario estaba obligado a efectuar labores de 

conservación y mantenimiento de la Infraestructura vial de la Concesión. En el contrato 

se menciona que en los Sub – Tramos existentes: 2,3 y 5, mientras no se hayan 

terminado las Obras de Construcción el Concesionario se encuentra obligado a realizar 

el Mantenimiento Rutinario con el Objetivo de asegurar el tráfico fluido. 

Finalmente, en la concesión se define el término “Mantenimiento Rutinario” como 

aquellas actividades destinadas a proteger y mantener en buenas condiciones de 

funcionalidad la infraestructura vial, con el objetivo de garantizar el tráfico adecuado a 

los niveles de servicio exigidos para la vía. Estas actividades incluyen: i) Limpieza de 
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calzadas y bermas, alcantarillas, cunetas, señales y guardavía y otros elementos de la 

infraestructura vial; ii) conservación de elementos de puentes y obras de artes; iii) 

Repintado de la señalización horizontal en zonas puntuales; iv) replantado y arreglo de 

áreas verdes; iv) parchados, tratamiento de fisuras, bacheos y sellos; v) Control de 

Vegetación o de arena; v) Mantenimiento de señales verticales; vi) Estabilización de 

taludes y control de la erosión de los mismos; y, finalmente , vii) Control y manejo de 

sedimentos. 

 
2.2 Hechos relevantes del caso 

 
En el año 2005, el 20 de setiembre, el Estado peruano y la empresa 

Concesionaria Vial del Perú SA. (en adelante el Concesionario) suscribieron el 

“Contrato de Concesión para la construcción y Explotación del Tramo Vial 

Pucusana – Cerro Azul – Ica de la carretera Panamericana Sur – RS01- Red Vial 

6”. 

El 20 de marzo del 2008, la Gerencia de Supervisión de Ositran, mediante 

el oficio No 749 – 08 – GS – Ositran, como parte de la supervisión programada 

en el año 2008, anunció la inspección de Operaciones que se realizaron el 02 y 

03 de abril del 2008 con la finalidad de verificar el Mantenimiento Rutinario de 

los Sub Tramos: Cerro Azul – Pampa Clarita e Intercambio Chincha Alta – Emp 

San Andrés. 

 
Posterior a la inspección de Operaciones realizadas en fecha 02 y 03 de abril, 

los representantes de Ositran y el Concesionario suscribieron el acta No 026 – 

08, en la misma que consignaron las siguientes deficiencias en la inspección: 

 
● Se verificó el cumplimiento del mantenimiento rutinario entre los Km 

0+620 al 20 +301; y se detectó los siguientes defectos: 

Calzadas 

- Presencia de baches, presencia de grietas y fisuras 

Bermas 
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- Presencia de Baches, perdida de ancho, falta de limpieza, 

presencia de desmontes, parchados deficientes, falta de roce y 

desbroce, maleza. 

Alcantarillas 

- Falta de limpieza. 

Señales 

- Falta de limpieza y mantenimiento de señales verticales, 

demarcación deficiente, letreros quiñados e inexistentes. 

Guardavías 

- Falta de limpieza y pintado, falta de elementos, elementos 

deteriorados, Pte Clarita salida 

Puentes 

- Defecto de vereda de Pte Clarita 
 
 

● Se verificó el cumplimiento del mantenimiento Rutinario entre los 53+ 387 
al 94+580; y se detectó los siguientes defectos: 

Calzadas 

- Hueco en calzada, hundimiento, presencia de baches, 

presencia de grietas, presencia de fisuras. 

Bermas 

- Presencia de baches, pérdida de ancho, pérdida de berma, falta 

de limpieza, presencia de desmontes, parchados deficientes, 

falta de roce y desbroce que maleza. 
Alcantarillas 

- Falta de limpieza. 

Señales 

- Falta de limpieza y mantenimiento de señales verticales, 

demarcación deficiente, letreros quiñados e inexistentes. 

Guardavías 

- Falta de limpieza y pintado Km., falta de elementos, elementos 

deteriorados. 

El 23 de abril del 2008, Ositran comunica al Concesionario, mediante el 

oficio No 828-08-GS-Ositran, la “Notificación de Detección de Parámetros de 
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Condición Insuficiente” (PCI) No 003- GS -08 conforme a lo establecido en el 

Contrato de Concesión. 

 
El 28 de mayo del 2008, Ositran comunica al Concesionario que el 30 de 

mayo del 2008, se realizará la Inspección de Operaciones No Programadas con 

el fin de verificar las reparaciones de los defectos señalados en la Notificación 

PCI No 003, GS-08, de esta inspección se obtuvo el Acta No 040-08-Inspección- 

Operaciones, la misma que detalla las deficiencias como no levantadas, según 

se detalla: 

 
● Notificación de detección de parámetro de condición insuficiente: Se ha 

constatado que el concesionario ha corregido parcialmente las 
observaciones. Sin embargo, tras la verificación, se determina que el 
Concesionario no cumplió con todos los parámetros satisfactorios. 

 
● Verificación de parámetros de condición insuficiente en Puente Clarita: se 

identificaron deficiencias en el sellado de juntas, deterioro de elementos 
de hormigón, deterioro de enrocado y gaviones de protección, así como 
deterioro en los guardavías de entrada y salida. En consecuencia, se 
determinó que aún persisten deficiencias en el Puente Clarita. 

 
Del mismo modo, Ositran elabora un cuadro en el cual se detallan los 

parámetros insuficientes: 

Calzada 

- Fisura y/o grietas, baches y fisuras y grietas. 

Berma 

- Reducción de ancho de la superficie de berma, existencia de 

material suelto, existencia de obstáculos, y roce y desbroce. 

Drenaje 

- Obstrucción al libre escurrimiento hidráulico. 

Elementos de ancarrilamiento y defensa 

- Elementos faltantes, deterioro y limpieza de las defensas. 

Puentes y viaductos 

- Deficiencias en las juntas extremas o intermedias (Pte Clarita) 



12  

El 04 de junio del 2008, Ositran comunica al Concesionario la “Notificación 

de Incumplimiento (NI)” No 001-GS-08, en la misma que se detalla que no se 

subsanaron los Parámetros de Condición Insuficiente en los Sub Tramos, es así 

que conforme al cumplimiento del numeral 4.11 del Anexo I del Contrato de 

Concesión el Concesionario debe ejecutar los trabajos correspondientes. 

 

El 13 de junio del 2008, el Concesionario, mediante la Carta C.577.08, 

presenta su descargo respecto a la “Detección de Parámetros de Condición 

Insuficiente”, por lo que solicita que las observaciones sean consideradas 

levantadas y que se deje sin efecto la Notificación PCI No 003-GS-08 y la 

Notificación NI No 001-GS-08. 

 
El 22 de julio del 2008, el Concesionario presentó un cuadro con las 

correcciones de las observaciones de la notificación de parámetros de los 

Subtramos a ser Desafectados. Posteriormente, el 18 de agosto, el 

Concesionario entregó un expediente técnico detallando el plan de obra para 

reparar las calzadas y bermas de los Subtramos con el fin de desafectarlos. 

Además, adjuntó una propuesta para corregir los defectos en las calzadas y 

bermas, denominados “mantenimientos más que rutinarios”. 

 
El 16 de marzo del 2009, el Concesionario presentó una demanda arbitral 

en el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima en contra del 

Ministerio de Transportes y Comunicaciones, a fin de que se realice la 

interpretación del Contrato de Concesión del Tramo Vial Puente Pucusana – 

Cerro Azul – Ica, y solicita que: i) Que el Tribunal Arbitral declare cuales son los 

alcances de la obligación de mantenimiento de los sub tramos 2, 3 y 5, ii) Que el 

Tribunal Arbitral defina los alcances del Mantenimiento Rutinario según lo 

establecido en el Contrato de Concesión. 

 
El 06 de mayo del 2009, mediante el informe No 390-09-GS-Ositran, se 

comunica a la Gerencia de Supervisión el presunto incumplimiento por parte del 

Concesionario por insuficiente Mantenimiento en los Sub Tramos. 
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El 02 de julio del 2009, Ositran notificó, mediante el Oficio No 2217-09- 

GS, al Concesionario el inicio del PAS por el presunto incumplimiento de las 

cláusulas 7.2, 7.3 y del Numeral 4.11 del Anexo I del Contrato de concesión.  

 
7.2 El Concesionario debe mantener y preservar la infraestructura vial del 

contrato de concesión según lo establecido en el Anexo I y cumplir con la 

normativa actual sobre el mantenimiento de las carreteras, siempre que 

no vaya en contra de los términos contractuales. (…) En los sub tramos 

existentes que van desde los Km. 0+20 al 20+301(Cerro Azul – Pampa 

Clarita) y 53+387 al 94+560 (intercambio Chincha Alta – Empalme San 

Andrés), el contratista debe llevar a cabo mantenimiento rutinario para 

garantizar un flujo de tráfico adecuado, hasta que se finalicen las obras de 

construcción de tramo de reemplazo. 

 
El 23 de julio del 2009, el Concesionario presentó sus descargos y, 

además, solicita que la suspensión del PAS. Debido a que, aún, se encontraba 

pendiente la emisión del laudo arbitral por materia en controversia, el mismo que 

fue seguido por el MTC y el Concesionario en la Cámara de Comercio de Lima. 
 

El 28 de agosto del 2009, el Secretario Arbitral del Centro de Arbitraje de 

la Cámara de Comercio de Lima, mediante el oficio No 013-2009/SA-CA-CCL, 

remitió la información solicitada. 
 

El 20 de noviembre del 2009, Ositran, mediante el Oficio No 349-09-GC- 

Ositran, notifica al Concesionario una copia de la Resolución de la Gerencia 

General No 063-2009-GG- Ositran lo siguiente: 

 
PRIMERA INSTANCIA ADMINISTRATIVA 

a. Resolución 

⮚ Resuelve que el Concesionario realizó las labores de 

Mantenimiento de Infraestructura vial de la concesión, pero que se 

incumplió con las condiciones técnicas establecidas en el Contrato 

de Concesión en los Sub Tramos 2,3 y 5, existentes, evidenciado 
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la remisión por parte de Ositran de la notificación de incumplimiento 

No 001-GS-08. 

⮚ La infracción se encuentra tipificado en el artículo 15.2 del RIS como 
infracción grave. 

⮚ Impone al Concesionario como sanción al incumplimiento una 
multa equivalente a diez UITs. 

 
El 14 de diciembre del 2009, el Concesionario presentó un escrito en el 

cual solicita un recurso de reconsideración contra la Resolución de la Gerencia 

General No 063-2009-GG-Ositran, en virtud de la nueva prueba, la misma que 

consiste en el Informe del 11 de diciembre del 2009 emitido por la Empresa de 

Construcción y Administración SA. Sin embargo, el 22 de enero del 2010, se 

notificó al Concesionaria la Resolución No 006-2010-GS-Ositran que declara 

improcedente el recurso de reconsideración, debido a que el informe presentado 

como nueva prueba fue materia de pronunciamiento de la resolución de primera 

instancia. 

El 12 de febrero del 2010, el Concesionario interpone un recurso de 

apelación y solicita la suspensión del PAS; debido a que el Concesionario 

considera que aún se encuentra pendiente la resolución del laudo arbitral que es 

seguido por Ministerio de Transportes y Comunicaciones y el Concesionario. 

 
El 13 de mayo del 2010, mediante la Resolución del Consejo Directivo No 

015- 2010-CD-Ositran, se acumula el Recurso de Apelación y la Solicitud de 

Suspensión del PAS y menciona lo siguiente: 

 
SEGUNDA INSTANCIA ADMINISTRATIVA 

a. De la resolución del Consejo directivo 
 
 

1. Respecto a la suspensión del PAS 
 

⮚ El PAS no constituye una interferencia en las funciones del Tribunal 
Arbitral, sino más bien una instancia que podría interpretar o no lo 
estipulado en el Contrato de Concesión. 
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⮚ El regulador no está determinando el alcance del Mantenimiento Rutinario 
en los sub tramos 2, 3 y 5. Por lo tanto, no existe una colisión entre el 
proceso arbitral y el procedimiento administrativo, ya que el 
incumplimiento del Concesionario se limita al mantenimiento rutinario 
establecido en el contrato de concesión. 

⮚ No se cumple con la identidad de las materias del proceso arbitral y el PAS, 
por lo que la suspensión solo procedería si hubiera un proceso en sede 
jurisdiccional o arbitral sobre relaciones de derecho privado que se debían 
esclarecer previamente al pronunciamiento de la Autoridad Administrativa. 
Además, la controversia en arbitraje no guarda relación con la discusión 
de la obligación del concesionario en realizar mantenimiento rutinario en 
los sub tramos en cuestión. Por lo que, no resulta idéntica el objeto 

material del proceso arbitral ni se cumple los requisitos de la triple 
identidad.   

⮚ No se infringe el principio de tipicidad, debido a que el numeral 15.2 del 
artículo del RIS tipifica el incumplimiento contractual incurrido por el 
concesionario. 

 
2. Con respecto al supuesto incumplimiento de la obligación de realizar 

mantenimiento rutinario en los sub tramos 2,3 y 5 del contrato de 

concesión por el Concesionario 

⮚ Con la finalidad de que los sub tramos cumplan con los niveles de servicio 
establecidos en el anexo I, se requiere un tratamiento mayor al 
mantenimiento rutinario; y no solo basta asegurar el tráfico fluido. Es decir, 
se espera que el Concesionario gestione el tráfico de manera adecuada 
de acuerdo a los niveles de servicio establecidos en el contrato de 
concesión. 

⮚ De acuerdo a las cláusulas 7.6 y 8.12 del contrato, el regulador tiene la 
obligación de verificar que el Concesionario cumpla con los niveles de 
servicio establecidos. 

⮚ El Concesionario considera que debe cumplir con tareas distintas a las 
que tenía previstas en los sub tramos, sin embargo, ello no lo exime de 
cumplir con las obligaciones asumidas desde la toma en posesión del 
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derecho de explotación. 

 
b. Resolución 

⮚ Se declara improcedente la solicitud de suspensión del PAS 
presentado por el Concesionario; se declaró infundado el recurso de 
apelación presentado por el Concesionario. Asimismo, se confirmó 
la resolución de primera instancia que impone una sanción al 
concesionario, la misma que asciende al pago de 10 UITS. Finalmente, 
se declara agota la vía administrativa.  

 
III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS 

 
3.1 Problema principal 

¿Es responsable administrativamente el Concesionario Vial del Perú SA. por el 

incumplimiento del mantenimiento rutinario en los tramos Ingreso Cerro Azul – 

Cerro Calavera, Cerro Calavera – Pampa Clarita e Intercambio Chincha Alta – 

Empalme San Andrés (sub tramos 2,3 y 5), tipificado en el inciso 2, artículo 15 

del Reglamento de Sanciones e Infracciones de Ositran? 

 
 3.2 Problemas secundarios 

a) ¿Ositran determinó correctamente la obligación contractual (hecho 

infractor) que fue objeto del procedimiento administrativo sancionador? 

 
b) ¿Debió suspenderse el procedimiento administrativo sancionador iniciado 

por Ositran contra la Concesionaria Vial del Perú, en virtud del proceso 

arbitral iniciado por el Concesionario en Contra del Ministerio de 

Transportes y Comunicaciones respecto a los alcances del mantenimiento 

rutinario? 
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IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 

4.1 Respuestas preliminares a los problemas principal y secundarios  
 

Problema Principal 

El Concesionario sí realizó el mantenimiento rutinario previsto en los sub 

tramos 2, 3 y 5; sin embargo, no logró cumplir con los estándares técnicos 

establecido en el Volumen 1 del Manual de Conservación de Carreteras de la 

AIRCR/PIARC requeridos por el regulador, ya que para cumplir lo anterior se 

requería que el Concesionario realice un mantenimiento Periódico. A pesar de 

ello, Ositran sancionó al Concesionario por la infracción tipificada en el inciso 2, 

del artículo 15 de su Reglamento Infracciones y Sanciones (RIS), la misma que 

tipifica como una infracción grave a los Concesionarios que realicen labores de 

mantenimiento sin cumplir con las condiciones técnicas estipuladas. 

 
Si bien es cierto, el concesionario no cumplió con las condiciones técnicas 

solicitadas por el Regulador a pesar de cumplir su obligación de brindar 

mantenimiento rutinario. No obstante, se debe tener en cuenta que, este 

incumplimiento se debió principalmente debido a que en los sub tramos 2, 3 y 5 

se requería previo a realizar el “mantenimiento rutinario”, realizar un 

“mantenimiento periódico” el mismo que no se encontraba dentro de su 

obligación del Concesionario. 

 
Por lo tanto, declarar al Concesionario como responsable 

administrativamente por este incumplimiento resulta injustificado, ya que dentro 

del contrato de concesión no se especifica que dentro de estos sub tramos se 

requiera un mantenimiento periódico para cumplir con los estándares técnicos, 

sino que únicamente obliga al Concesionario a realizar un mantenimiento 

rutinario.  
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Problemas secundarios 

a) Primer problema secundario 

En el contrato de concesión se establece que en los sub tramos 2,3 y 5 el 

Concesionario está obligado a realizar Mantenimiento Rutinario con el objetivo 

de asegurar el tráfico fluido. 

 
Del mismo modo, en el contrato se establece que el término “Mantenimiento 

Rutinario” debe ser entendido como aquellas actividades destinadas a proteger 

y mantener en buenas condiciones de funcionalidad la infraestructura vial, con el 

objetivo de garantizar el tráfico adecuado a los niveles de servicio exigidos para 

la vía. Teniendo en cuenta lo anterior, se colige que el Concesionario tenía la 

obligación de realizar “mantenimiento rutinario” en los sub tramos (2, 3 y 5) con 

la finalidad de asegurar el tráfico fluido, y además debía de mantener en buenas 

condiciones la funcionalidad de la infraestructura vial. 

 
De acuerdo a la interpretación de Ositran, en la resolución de segunda 

instancia se menciona que, en el contrato de concesión, en la cláusula 7. 2, 

establece que el Concesionario será responsable de realizar las tareas de 

conservación y mantenimiento; del mismo modo, menciona que el concesionario 

deberá llevar a cabo un mantenimiento rutinario para garantizar el tráfico fluido. 

 
En consecuencia, sustenta que el PAS tiene como finalidad sancionar el 

incumplimiento de las labores de mantenimiento rutinario de los sub tramos 2, 3 

y 5 sin cumplir las condiciones técnicas establecidas en las cláusulas del contrato 

de concesión. Del mismo modo, reconoce que el Concesionario llevó a cabo las 

labores de conservación y mantenimiento de la infraestructura, pero que eso no 

bastaba para cumplir con las condiciones técnicas establecidas. 

 
En ese sentido, se debe tener en cuenta que la obligación principal del 

Concesionario era brindar “mantenimiento rutinario” en los sub tramos 2, 3 y 5 

garantizando principalmente un tráfico fluido, lo cual en ningún momento fue 

cuestionado; y, por otro lado, proteger y mantener en buenas condiciones de 

funcionalidad la infraestructura de la vía por medio del mantenimiento rutinario. 
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Este aspecto es reconocido por el regulador, al momento de reconocer que 

el Concesionario si realizó las labores de conservación y mantenimiento de 

infraestructura por medio del mantenimiento rutinario, pero que el mismo no 

bastaba para cumplir con las condiciones técnicas que el regulador requiere. Es 

decir, el Concesionario si cumplió con sus obligaciones estipuladas dentro del 

contrato de concesión, sin embargo, pese a ello, será sancionado por no cumplir 

con las condiciones técnicas. 

 
Conforme al “Programa de Mantenimiento Rutinario Complementario” 

presentado por el Concesionario al regulador se concluyó que los sub tramos 2, 

3 y 5 para cumplir con las condiciones técnicas requeridas por el regulador 

requerían de un “mantenimiento periódico”. Del mismo modo, lo anterior fue 

confirmado por los Oficios No 533-2008-MT/20 y No 574-2008-MTC/25 remitidos 

por el Ministerio de Transportes y Comunicaciones, en el mismo que se 

reconocía que estos sub tramos no habían recibido mantenimiento periódico, por 

lo cual debían de ser desafectadas dentro del contrato de concesión, ya que el 

mantenimiento periódico sería programado por el MTC para el año 2009. 

 
En consecuencia, Ositran no interpretó correctamente las obligaciones del 

Concesionario relacionados al mantenimiento rutinario, por lo cual, no se debió 

sancionar el incumplimiento del mantenimiento rutinario de los sub tramos 2, 3 y 

5. 

b) Segundo problema secundario 

 
El proceso arbitral en el Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de 

Lima fue iniciado por el Concesionario antes de que el regulador iniciara un PAS. 

Debido a que, el Concesionario consideraba necesario que el tribunal arbitral se 

pronuncie respecto a la interpretación de la obligación del concesionario en 

relación a los sub tramos 2, 3 y 5; y al cumplimiento de las condiciones técnicas 

de estos tramos. 
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En el año 2009, era posible la suspensión del PAS siempre y cuando 

cumpla con la triple identidad recogida en el artículo 64 de la Ley del 

Procedimiento Administrativo General. Debido a que norma señalaba la 

posibilidad de esta suspensión siempre y cuando la autoridad administrativa 

verifique que la controversia resuelta en sede arbitral cumpla con la triple 

identidad de sujetos: sujetos, hechos y fundamentos del procedimiento 

administrativo en trámite. De modo que, en aquellos casos en los que no se 

verifique la triple identidad no será posible suspender el PAS. 

 
En consecuencia, por un lado, el incumplimiento que es materia de 

discusión dentro del PAS se relaciona al incumplimiento de realizar 

mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5; en específico, de no cumplir 

con las condiciones técnicas del Volumen 1 del Manual de la Conservación de 

Carreteras de la AIPCR/PIARC requeridas por el regulador. 

 
Por otro lado, la pretensión principal de la demanda arbitral tiene por 

finalidad que el tribunal arbitral esclarezca cuales son los alcances de las 

obligaciones del concesionario en relación al mantenimiento rutinario de los sub 

tramos 2, 3 y 5, en específico, si debe cumplir con las condiciones técnicas 

exigidas por el regulador. 

 
En ese sentido, se evidencia que existe una clara relación entre el PAS y 

el proceso arbitral. Del mismo modo, en cuanto a los sujetos procesales, en 

ambos casos se tiene por un lado al Concesionario; y, por otro lado, al Estado 

Peruano, en específico al Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

Finalmente, en cuanto a los hechos, los mismos son los que generan tanto el PAS 

y el proceso arbitral. 

 
A partir de ello, se concluye que la suspensión del PAS se justifica en la 

triple identidad requerida por el artículo 64 del TUO de la LPAG. Además, de no 

ser el caso en el que se realice la suspensión, existe el riesgo de que la resolución 

arbitral, y la resolución administrativa sean contradictorias. Por lo tanto, se 

concluye que el PAS en contra del Concesionario debió ser suspendido hasta 

que el tribunal arbitral emita resolución de la controversia. 
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4.2 Posición individual sobre el fallo de la resolución 

 
De acuerdo al análisis realizado, de la resolución del Consejo Directivo de 

Ositran No 015-2010-CD-Ositran, el Concesionario no debió ser considerado 

responsable administrativamente por el incumplimiento del mantenimiento 

rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5 por los siguientes motivos: En principio, el 

Concesionario si realizó el mantenimiento rutinario previsto en los sub tramos; 

sin embargo, no logró cumplir con los estándares técnicos requeridos por el 

regulador, ya que para cumplir lo anterior se requería que el Concesionario 

realice un Mantenimiento Periódico, lo cual no formaba parte de su obligación 

dentro de los sub tramos 2, 3 y 5, tal como señala el contrato de concesión. 

 
En caso se continuase con el PAS, se requería la suspensión del mismo, ya que 

lo anterior se justifica por el proceso arbitral en curso; en específico, porque se 

evidencia la existencia en la triple identidad entre sujetos, hechos y fundamentos 

requerida por el artículo 64 del TUO de la LPAG. Además, de no ser el caso en 

el que se realice la suspensión, existe el riesgo de que la resolución arbitral y la 

resolución administrativa sean contradictorias. 

 
En aquel supuesto en que el regulador pretenda sancionar al Concesionario por 

el supuesto incumplimiento de obligaciones contractuales, se debe tener en 

cuenta que la interpretación realizada por el regulador es incorrecta. Debido a 

que, la principal obligación del Concesionario consistía en asegurar un tráfico 

fluido y mantener en buenas condiciones la infraestructura vial, esto mediante la 

realización del mantenimiento rutinario. El regulador interpreta que el 

Concesionario incumplió con estas obligaciones porque no cumplió con las 

condiciones técnicas requeridas. Sin embargo, de acuerdo a los oficios emitidos 

por el MTC, así como el Programa de Mantenimiento Rutinario Complementario 

presentado por el Concesionario se evidencia que para los sub tramos 2, 3 y 5 

cumplan con las condiciones técnicas requeridas es necesario realizar el 

mantenimiento periódico. Por lo tanto, se evidencia que Ositran no interpretó 

correctamente las obligaciones del Concesionario. 

 
V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
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Análisis de la responsabilidad administrativa del Concesionario Vial del 
Perú SA. por el presunto incumplimiento del mantenimiento rutinario en 
los sub tramos 2, 3 y 5 según el artículo 15 del RIS 

 
En el presente, se analizará la responsabilidad administrativa del 

Concesionario en relación con el supuesto incumplimiento de las obligaciones 

del mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5, conforme a lo establecido 

en el artículo 15 del RIS. 

El análisis se estructura en torno a la resolución de los dos problemas 

jurídicos; en primer lugar, se analizará si Ositran determinó correctamente la 

obligación contractual; es decir, si determinó correctamente el hecho infractor 

que fue objeto del PAS. En segundo lugar, se realizará un análisis exhaustivo 

para verificar si se cumplió la triple identidad de sujeto, hecho y fundamentos, 

con la finalidad de verificar si se debió suspender el PAS iniciado por Ositran. 

 
Análisis de la determinación de la obligación contractual por Ositran en 
el procedimiento administrativo sancionador en contra del 
Concesionario 

 
Antes de analizar la obligación contractual que fue objeto del PAS, es 

necesario conocer los siguientes alcances: i) definir los alcances del dominio 

público, ii) definir qué es un contrato de concesión y describir sus características, 

especialmente aquellas relacionadas con la cláusula de incumplimiento 

contractual por parte del concesionario, finalmente, iii) examinar el rol que 

desempeña Ositran dentro de este contrato de concesión y determinar si tiene la 

autoridad para imponer sanciones. 

De acuerdo a Fernando López, los bienes o cosas que forman parte o que 

son de propiedad de la Administración pública son denominados bienes públicos. 

Los mismos se dividen en dos categorías, por un lado, bienes demaniales; por 

otro lado, los bienes patrimoniales. Cada una de estas divisiones cuenta con 

características y subdivisiones propias (2011, p. 12). En ese sentido, los bienes 

de la Administración Pública pueden ser divididos en dos categorías; los de 

dominio público y los de dominio privado.   

Asimismo, Elisa Moreu menciona que los bienes de dominio público se 
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clasifican de acuerdo a sus fines en bienes de uso público, bienes de servicio 

público o bienes de fomento de riqueza nacional. Estos se caracterizan 

especialmente porque son imprescriptibles, inalienables e inembargables. Al 

respecto, la Constitución Política del Perú reconoce estas características en el 

artículo 73. Asimismo, hace una referencia a los bienes de uso público, y señala 

que estos bienes pueden ser cedidos a los particulares mediante concesión, 

cumpliendo la ley vigente y con la finalidad de que estos sean aprovechados 

económicamente. 

Adicionalmente, la misma autora, Elisa Moreu, sostiene que por bienes 

demaniales de uso público deben ser entendidos como aquellos bienes públicos 

que se encuentran a disposición de todos los ciudadanos para su utilización, pero 

de forma común y que su aprovechamiento sea racionalizado. Un ejemplo claro 

de los bienes de uso público son los caminos, las calles, las plazas, los pasques y 

otros los bienes demaniales de uso público (2001, p. 332). Al tener en cuenta 

este aspecto, se colige que las carreteras e infraestructuras viales forman parte 

de los bienes demaniales de uso público y que estos pueden ser cedidos a 

particulares, de acuerdo a lo establecido en la Constitución, mediante las 

concesiones. 

Es el artículo 73 de la de la Carta Marga el que indica la habilitación 

normativa que permite la concesión como una medida para fomentar la inversión 

privada. Es fundamental recordar que el propósito principal de los bienes de uso 

público es que puedan ser utilizados por todos los habitantes del territorio. En 
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este sentido, Daniel Henostroza describe a la concesión como un acto 

administrativo mediante el cual el Estado concede a personas jurídicas ya sean 

nacionales o extranjeras bienes de uso público con la finalidad de que estos 

realicen obras públicas de infraestructura o prestar servicios públicos (2015, p. 

120). 

Por consiguiente, a través de la concesión, los Estados transfieren a los 

inversionistas la gestión de un bien de uso público para que desarrollen una 

construcción y/o explotación de una infraestructura para ofrecer un servicio 

relacionado al uso público. A cambio, los particulares reciben una 

contraprestación que puede ser un precio, tarifa, peaje o un mecanismo de 

retorno de la inversión establecido acordado en el contrato de concesión. 

 
De acuerdo a José Meilán, señala que la concesión es un acuerdo entre 

dos partes similar a la relación contractual entre privados; sin embargo, los 

efectos de la concesión no solo derivan de las normas legales, sino también de 

la declaración que se establece dentro del contrato de concesión. Este acuerdo 

crea derechos y obligaciones similares a las de un contrato, pero se caracteriza 

por una fuerte influencia de la autoridad del concedente (1993, p. 82 - 83). 

 
Al respecto, el Tribunal Constitucional reconoció que la naturaleza jurídica 

de las concesiones ha sido desarrollada desde tres perspectiva doctrinales, las 

mismas que tienen los siguientes alcances: i) La primera interpretación sostiene 

que en las concesiones el Estado opera como una entidad privada al establecer 

contratos con particulares, pero que ambos se adhieren a las normas del derecho 

privado o común; de modo que se niega la existencia de un elemento legal 

público. ii) La segunda interpretación establece que la concesión debe ser 

entendida como un acto exclusivo del derecho público, debido a que el interés 

privado se encuentra subordinado por el interés general; en consecuencia, se 

encuentra regulada por las normas del derecho público. iii) La tercera 

interpretación señala que la concesión debe ser entendida como un acto de dos 

dimensiones. Por una parte, debe ser considerado como un acto de poder 

público mediante el cual el Estado transfiere una determinada actividad al sector 

privado, pero mantenimiento los poderes de supervisión y control en función del 
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interés público; por otra parte, cuenta con una dimensión contractual, en la 

misma que se fijan los deberes recíprocos establecidos por las partes y se 

manifiesta en el contrato de concesión administrativa (Fundamento 4, 

Expediente N° 2488-2004-AA/TC). 

 

En ese sentido, Ramón Huapaya y Giuliana Vergaray señalan que el 

contrato de concesión administrativo es un modelo en el cual un particular 

financia a su cuenta y riesgo las infraestructuras asociadas a una obra pública o 

un servicio público, recibiendo la recuperación de su inversión vía tarifas o vía 

un cofinanciamiento del Estado (2007, p. 96). 

 
Por lo que, a partir de lo mencionado anteriormente, la concesión debe 

ser entendida como un contrato administrativo que tiene la finalidad de otorgar 

al particular el derecho a utilizar bienes o ejercer competencias que son propias 

de la Administración. Es así que se permite a los particulares la gestión de ciertos 

servicios o bienes bajo la supervisión del Estado. Asimismo, este contrato de 

concesión administrativa es financiado por un particular, el mismo que asume el 

riesgo de la construcción de una infraestructura ya sea para una obra pública o 

un servicio público. A cambio, los particulares reciben una contraprestación que 

puede ser un precio, trafica, peaje o un mecanismo de recuperación de la 

inversión establecido acordado en el contrato de concesión. 

 
De modo que lo concesionarios cuentan con una serie de obligaciones 

descritas en el contrato como la ejecución de la obra, la prestación del servicio 

público, el mantenimiento de la continuidad y regularidad; y la conservación de 

las obras de infraestructura, entre otros conforme a lo que se encuentre descrito 

en el contrato de concesión. 

 
Al respecto, el inciso 1 del artículo 65 del Decreto Supremo N°. 410-2015- 

EF establece que, el concesionario es el responsable del cumplimiento de las 

obligaciones en el contrato de concesión; y el incumplimiento de alguna de estas 

obligaciones conlleva a la aplicación de penalidades y medidas que se 

encuentran previstas en el contrato. 

 
Tomando en consideración lo anterior, Richard Martín destaca que, 



26  

aunque los organismos reguladores no forman parte directa de la relación 

jurídica originada por el contrato de concesión, la redefinición de los roles 

estatales les otorga la facultad legal y contractual de incidir de manera 

significativa y constante durante la ejecución del contrato (2021, pp. 77). 

Asimismo, Andrés de la Torre explica que las entidades encargadas de vigilar el 

cumplimiento de las obligaciones de los concesionarios en relación a la 

seguridad, calidad de la prestación, inversión, mantenimiento de bienes públicos, 

tarifas y la protección del medio ambiente son los organismos regulados (2001, 

p. 76). 

Es así que, la Ley N° 27332, crea los siguientes organismos otorgándoles 

una naturaleza de reguladores: Osiptel, Osinergmin, Ositran y Sunass. 

Asimismo, la citada norma, en su artículo 2, establece que estos reguladores 

deben ser considerados como organismos públicos descentralizados y que se 

encuentran adscritos a la Presidencia del Consejo de Ministros; además cuentan 

con personería de derecho público interno y cuentan con autonomía funcional, 

administrativa, técnica, económica y financiera. 

Asimismo, en el artículo 3 de la citada norma, se establece que entre las 

funciones que asumen los organismos reguladores se encuentra la supervisión, 

la función normativa, regulación, fiscalización y sanción, así como la función de 

resolución de controversias y la función de atender los reclamos de los usuarios 

de los servicios que regulan. 

Al respecto, es importante hacer un énfasis especial a la función de 

fiscalización y sanción, ya que es una materia relevante para el análisis del 

presente caso. El literal “d” del artículo 3 de la Ley Marco de Organismos 

Reguladores señala que estos organismos cuentan con la facultad de imponer 

sanciones dentro del ámbito de su competencia por el incumplimiento  de 

obligaciones establecidas en las normas legales, normas técnicas o aquellas 

obligaciones derivadas de los contratos de concesión. 

Teniendo en cuenta lo anterior, de acuerdo a la Ley 27332, se otorga a 

Ositran la competencia técnica especializada en infraestructura nacional de 

transporte de uso público. 

Asimismo, de acuerdo al artículo 5 de la Ley 26917 uno de los objetivos 
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del regulador consiste en el resguardo del cumplimiento de las obligaciones 

derivadas de los contratos de concesión vinculados a la infraestructura nacional 

de transporte. Además, de acuerdo al inciso 3 del artículo 6 de la presente ley, 

el organismo regulador cuenta con la potestad de imponer sanciones a los 

concesionarios encargados de prestar servicios públicos, siempre y cuando 

incumplan las normas aplicables o aquellas obligaciones que se encuentren 

descritas en el contrato de concesión.  

Si bien es cierto, la ley le confiere a Ositran la facultad de llevar a cabo las 

actividades de fiscalización correspondientes a las obligaciones de los 

concesionarios de infraestructura vial en el territorio peruano. Sin embargo, ello 

no significa que la actuación del organismo regulador no cuente con límites, sino 

que estas actuaciones deben estar en consonancia con lo establecido en la Ley 

del Procedimiento Administrativo General. 

Es así que, el Ositran es la entidad encargada de verificar que los 

concesionarios de materia de infraestructura nacional de transporte cumplan con 

las cláusulas estipuladas en el contrato de concesión; no obstante, ello no quiere 

decir que actúa de forma discrecional en esta actividad, sino que la sanción debe 

encontrarse estipulada previamente en el reglamento o en la ley correspondiente 

de modo que se cumpla con el principio de tipicidad y legalidad, los mismos que 

se encuentran establecidos en la Ley General del Procedimiento Administrativo. 

Entonces, Ositran es el órgano encargado de fiscalizar al Concesionario 

Vial del Perú SA. de modo que debe verificar que cumpla con las obligaciones 

establecidas dentro del Contrato de Concesión del Tramo Puente Pucusana – 

Cerro Azul – Ica (Red Vial 6). De modo que, en marzo de 2008, en ejercicio de 

su potestad fiscalizadora, el regulador programó una inspección de operaciones 

con el fin de verificar el Mantenimiento Rutinario de los subtramos 2, 4 y 5 del 

contrato de concesión. A partir de esta inspección, Ositran determinó que el 

Concesionario no cumplió con lo dispuesto en las cláusulas 7.2 y 7.3 del contrato, 

las cuales se refieren al mantenimiento rutinario de los subtramos 2, 3 y 5. 

En consecuencia, y de acuerdo a las funciones de Ositran que se 

encuentran descritas en el artículo 7 de la Ley 26917, literal “c”, el regulador 

puede adoptar las medidas correctivas y aplicar sanciones sobre las materias 

que son de su competencia o que le han sido delegadas. Por lo que, al verificar 
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que “aparentemente” el Concesionario incumplió con una de sus obligaciones 

establecidas dentro del contrato de Concesión, el regulador cuenta con la 

potestad de sancionar al mismo por presuntamente haber incumplido con la 

obligación establecida en la cláusula 7.2 y 7.3 del contrato de concesión referidas 

al mantenimiento rutinario de los sub tramos 2, 3 y 5 y del numeral 4.11 del Anexo 

I, el mismo que señala lo siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

Teniendo en cuenta estas cláusulas, es necesario analizar las 

obligaciones del Concesionario en relación con el contrato de concesión, en 

especial interés las obligaciones referidas a los sub tramos 2, 3 y 5, debido a que 

la materia de sanción se refiere a estos tramos. Según se mencionó en el 

desarrollo de los hechos del caso, el sub tramo N° 2 corresponde al tramo de 

Cerro Azul – Cerro Calavera; el subtramo N° 3 corresponde al tramo Cerro 

Calavera – Pampa Clarita; y el subtramo N° 5 corresponde al tramo Intercambio 

Chincha Alta – Empalme San Andrés. Teniendo en cuenta este aspecto, el 

regulador afirma que se está sancionando al Concesionario por el incumplimiento 

de brindar mantenimiento rutinario acorde a las condiciones técnicas estipuladas 

en las Cláusulas 7.2 y 7.3 del Contrato de Concesión y del Volumen 1 del Manual 
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de Conservación de Carreteras de la AIPCR/PIARC, Edición 1994 (en adelante 

Manual de Conservación). Al respecto, es necesario realizar un análisis de las 

obligaciones del Concesionario referidos a los sub tramos 2, 3 y 5. 

 
En relación a la cláusula 7.2, la misma que aborda en específico los 

alcances del mantenimiento previsto en los sub tramos 2,3 y 5 se establece que, 

en estos subtramos existentes, mientras las obras de construcción no se 

encuentren terminadas para reemplazar los mismos, el Concesionario está 

obligado a realizar “mantenimiento rutinario” con el objetivo de asegurar el tráfico 

fluido. Si bien es cierto, esta cláusula no fija en específico que este 

mantenimiento debe de cumplir las condiciones técnicas establecidas en el 

Manual de Conservación y en el Anexo 1. Sin embargo, en el contrato de 

Concesión en los antecedentes se establece el concepto y los alcances del 

“mantenimiento rutinario”, de acuerdo a lo siguiente: 
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Teniendo este significado en cuenta, es preciso que por una parte el 

regulador considere que dentro de las obligaciones contraídas por el concedente 

respecto al mantenimiento rutinario de los sub tramos 2, 3 y 5 deban de cumplir 

las condiciones de servicio de las vías de transportes. Sin embargo, el 

Concesionario consideró que, únicamente la obligación contraída de la cláusula 

7.2 en relación a los sub tramos 2, 3 y 5 es brindar mantenimiento rutinario con 

el único fin de asegurar el tráfico fluido. Por lo que, es evidente que existe un 

conflicto presente entre las partes en relación a la interpretación de la obligación 

contraída por el concesionario con respecto a la cláusula 7.2 en relación a los 

sub tramos mencionados. 

 
Al respecto, Muriel Menchola y Mery Chamorro mencionan que en los 

Contratos de Concesión tanto el concedente y el concesionario cuentan con la 

posibilidad de acordar acerca de la interpretación del contrato, como 

consecuencia de una incertidumbre jurídica generada a raíz de una controversia 

suscitada entre las mismas (2015, p. 98). Es así que, de acuerdo a lo que 

establece el inciso 12 de la cláusula 15, en caso de que las partes presenten 

algún tipo de conflicto o incertidumbre con relevancia jurídica en relación a la 

ejecución, interpretación, cumplimiento y cualquier aspecto de validez o eficacia del 

Contrato puede ser resuelto por trato directo entre las partes.  

 
Es así que, el 04 de diciembre del 2008, tanto el Concesionario como el 

Concedente se reunieron a fin de iniciar el proceso de Trato Directo, debido a 

que ambas partes consideraban que se había generado un conflicto o 

incertidumbre de relevancia jurídica que debía ser resuelta mediante este 

mecanismo. Es por ello que, los representantes del MTC manifestaron que 

deseaban resolver la controversia suscitada mediante trato directo, así que 

solicitaron al Concedente la presentación de un informe legal y el análisis de las 

consecuencias económicas que se generarían. Sin embargo, el Concesionario 

y el Concedente no llegaron a un acuerdo, lo cual fue manifestado mediante una 
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Carta Notarial de fecha 12 de diciembre del 2008, por lo que el Concedente inició 

un proceso arbitral a fin de resolver dicha controversia. 

 
No obstante, y pese a la comunicación del Concesionario a Ositran sobre 

el inicio del proceso arbitral, se continuó con el PAS. Por ello, el Consejo Directivo 

de Ositran, a pesar de la incertidumbre de las partes respecto a la interpretación 

de la cláusula 7.2, señaló que, aunque el contrato de concesión no define “tráfico 

fluido”, se entiende que el Concesionario debió de gestionar el tráfico de manera 

adecuada. Además, que, la definición de “Mantenimiento Rutinario” hace 

referencia explícita al concepto, por lo que el Concesionario debe atender 

adecuadamente el tráfico acorde con los Niveles de Servicio exigidos para la vía.  

 

Como se mencionó anteriormente, las partes no pueden establecer 

cualquier interpretación dentro del contrato de concesión; en caso de 

incertidumbre, deben resolverla conjuntamente, por lo que este conflicto se 

encontraba revolviéndose en el tribunal arbitral. Por ello, resulta contradictorio 

que el regulador realice este tipo de interpretación extensiva sin que las partes 

se hayan puesto de acuerdo en relación con esta incertidumbre relacionada con 

los alcances de la obligación del mantenimiento rutinario en los sub tramos 2,3 y 

5. 

 
A pesar de ello, Ositran consideró que el Concesionario estaba realizando 

las labores de mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5 sin cumplir con 

las condiciones técnicas; por lo tanto, considera que se tipifica la infracción 

regulada en el artículo 15 del Reglamento de Infracciones y Sanciones. Es 

pertinente mencionar que en el inciso 8 de la cláusula 13 se establece que el 

Regulador es el encargado de aplicar las sanciones al Concesionario, en caso 

este ultimo haya incumplido con sus obligaciones. 

 
Es por ello que, se realizará un análisis de la norma citada, de modo tal 

que se verifique cual es la infracción sancionada. Se debe recordar que el PAS 

inició el 02 de julio del 2009. Por lo cual, el reglamento aplicable al caso es el 

Reglamento de Infracciones y Sanciones (en adelante RIS) aprobado por la 

Resolución del Consejo Directivo No 023-2003-CD-OSITRAN, el mismo que 
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actualmente no se encuentra vigente, debido a que fue reemplazado por el 

Reglamento de Incentivos, Infracciones y Sanciones (en adelante RIIS) 

aprobado por la Resolución del Consejo Directivo No 009-2018-CD-OSITRAN, 

ello en virtud de la potestad normativa de los Organismos Reguladores recogida 

en la Ley Marco de Los Organismos Reguladores. 

 
Al respecto, el artículo 15 del RIS de Ositran menciona lo siguiente: 
 

 
 

En ese sentido, el artículo 15 del RIS sanciona a los concesionarios que 

no realicen mantenimiento de los bienes de la concesión; pero únicamente en 

aquellos casos en los que el mantenimiento forme parte de las obligaciones del 

Concesionario. En relación al inciso 2, se hace una expresa referencia al 

incumplimiento de cumplir con las condiciones técnicas estipuladas; es decir, que 

serán sancionados los Concesionarios que, a pesar de realizar las labores de 

mantenimiento, no cumplan con las condiciones técnicas estipuladas en el 

contrato de Concesión. En consecuencia, es preciso analizar si dentro de las 

obligaciones del Concesionario se establece que el mantenimiento rutinario de 

los sub tramos 2, 3 y 5 deba cumplir con los estándares de las condiciones 

técnicas establecidas en el Manual de Conservación. 

 
Al respecto, tanto el Concesionario como el Condecente se encontraban 

en disputa a fin de que tribunal arbitral de la Cámara de Comercio de Lima defina 

cuál es la interpretación de la cláusula 7.2 del contrato de concesión en 

referencia a los sub tramos 2,3 y 5. Por lo que, no resulta factible que el 

Regulador pretenda sancionar al Concesionario por una obligación que 
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actualmente se encuentra en disputa, ello debido a que el regulador estaría 

realizando una interpretación extensiva, lo cual afecta la seguridad jurídica del 

contrato de concesión. A pesar de ello, en caso de que se presente sancionar al 

Concesionario se vulneraría el principio de tipicidad 

 
Toda vez que, tal como señala María Ramírez el principio de tipicidad se 

materializa en que exista una ley previa, escrita y cierta. Es decir, debe existir 

previa predeterminación de la norma que sanciona la conduta ilícita, de modo 

que exista la predictibilidad de las consecuencias de aquellos hechos u 

omisiones de los administrados (2011, p.40) 

 
En ese sentido, conforme al principio de tipicidad dentro del procedimiento 

administrativo, es importante que exista una ley previa y escrita que defina las 

conductas ilícitas y sus sanciones respectivas. Lo anterior garantiza que el 

administrado tenga la predictibilidad de aquellos actos u omisiones que serán 

sancionados. Por lo tanto, no es posible admitir la interpretación extensiva ni 

analógica, ya que esto vulnera la seguridad jurídica y la predictibilidad del 

ordenamiento jurídico. 

 
Del mismo modo, en el artículo 230 de la Ley General del Procedimiento 

Administrativo inciso 4 se establece que la administración solo podrá sancionar 

aquellas infracciones que se encuentren previstas de forma expresa en las 

normas con rango de ley, sin que exista la posibilidad de admitir interpretación o 

analogía. 

 
De acuerdo a la Ley 27332, los Reguladores cuentan con la función 

normativa, la misma que les otorga la potestad de tipificar las infracciones por 

incumplimiento de obligaciones establecidas por normas legales, normativas 

técnicas o aquellas derivadas de los contratos de concesión. En ese sentido, 

conforme al artículo 230 de la Ley General del Procedimiento Administrativo y a 

La Ley Marco de Organismos Reguladores, Ositran cuenta con la potestad de 

tipificar por vía reglamentaria aquellas infracciones por incumplimiento de 

obligaciones referidas en el contrato de concesión; sin embargo, dicha 

tipificación no admite interpretación extensiva ni por analogía. 
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Asimismo, Juan Carlos Morón menciona que el principio de tipicidad exige tres 

aspectos fundamentes: Primero, la reserva de ley para la descripción de las 

conductas que van a ser sancionadas por la Administración; segundo, que exista 

certeza suficiente en la descripción de estas conductas; y, tercero, no es posible 

la analogía y/o interpretación de forma extensiva en cuanto a la aplicación de las 

infracciones descritas (2005, p.6) 

 
En ese sentido, este principio exige, primero, que aquellas conductas 

pasibles de sanción por la Administración pública deben ser establecidas 

mediante una ley, o de ser el caso en un reglamento, siempre que se faculte a la 

Administración realizar esta tipificación. Es necesario mencionar que, la norma 

con rango de ley que otorga esta potestad debe determinar, por lo menos 

genéricamente, cuáles van a ser los supuestos de hecho pasibles de sanción; es 

así que el desarrollo específico de estos supuestos se encuentra en el 

reglamento. 

 
Segundo, la existencia de una certeza clara en la descripción de la 

conducta sancionable; es decir, que no haya dudas respecto a aquellas 

conductas que serán sancionadas. Finalmente, se recalca la importancia de 

aplicar de manera estricta las normas sancionadoras solo a los supuestos 

descritos como ilícitos. 

 
Del mismo modo, Juan Carlos Morón menciona que, la tipificación no solo 

es exigible al legislador al momento de redactar el ilícito, sino también a la 

autoridad administrativa al momento de  la subsunción de la conducta en los tipos 

legales existentes (2005, p. 8). De modo que, la autoridad administrativa deberá 

verificar que la supuesta conducta infractora calce con el ilícito administrativo. 

 
Al respecto, Rosa Gómez señala que, la conducta implica la realización 

de la descripción típica por parte del sujeto activo, sea acción u omisión. Esta 
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última conducta implica no hacer algo que la norma establecía como imperativo. 

Se trata de aquellos casos en los que la norma describe la omisión como una 

conducta típica (2021, p. 86). Es decir, que en las infracciones establecidas por 

la Administración o bien puede ser la acción de un hecho o la omisión de este. 

 
En ese sentido, teniendo en cuenta que el inciso 2, del artículo 15 del RIS 

sanciona a los Concesionarios que, a pesar de haber realizado mantenimiento 

como parte de su obligación generada por el contrato de concesión, no han 

cumplido con las condiciones técnicas estipuladas, es decir, sanciona la omisión 

de una conducta. 

 
Si bien se advierte que la norma es clara al momento de tipificar la 

conducta sancionada, ya que advierte que la omisión de cumplir las condiciones 

técnicas será sancionada; no obstante, tal como se mencionó anteriormente, 

existe un conflicto entre el concedente y el concesionario sobre la interpretación 

de la obligación contraída por el concesionario con respecto a si el 

mantenimiento rutinario debe de cumplir con las condiciones técnicas 

establecidas en el Manual de Conservación o únicamente tienen como fin 

asegurar el tráfico fluido. 

 
Teniendo en cuenta que, de acuerdo al principio de tipicidad, la autoridad 

administrativa debe verificar si la conducta del administrado se encuentra 

subsumida dentro del tipo infractor; de modo que exista predictibilidad y certeza 

de parte del administrado por el hecho infractor que se está sancionado. 

 
Sin embargo, en este caso, debido a la falta de claridad respecto a los 

alcances de la obligación del concesionario en el mantenimiento rutinario de los 

sub tramos 2, 3 y 5, Ositran no puede sancionar al concesionario por la presunta 

infracción de no cumplir con las condiciones técnicas. Esto se debe a que aún 

se está verificando si el concesionario contaba con la obligación de realizar el 

mantenimiento rutinario conforme a las condiciones técnicas establecidas en el 

Manual de Conservación o si únicamente debía de cumplir el mantenimiento 

rutinario con el único fin de asegurar el tráfico fluido. 
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Sin perjuicio de lo anteriormente mencionado, es necesario analizar 

cuáles son los alcances del mantenimiento rutinario y en qué consisten las 

condiciones técnicas. Al respecto, en el contrato de Concesión se establece que 

debe ser entendido por mantenimiento rutinario los términos que se encuentran 

establecidos en el Manual de Conservación de Carreteras de la AIPCR/PIARC, 

Edición 1994, la misma que establece que el mantenimiento rutinario consiste en 

el conjunto de actividades realizadas en las vías con carácter permanente con la 

finalidad de conservar sus niveles de servicio. Las mismas que pueden ser 

desarrolladas de forma manual o mecánica (subrayado propio). 

 
Considerando este concepto, el mantenimiento rutinario tiene como 

objetivo conservar los niveles de servicios de las carreteras o infraestructura vial 

existente. Es decir, para que la vía cumpla con las condiciones de los niveles de 

servicio exigidos, cuenta como requisito indispensable que previo al 

mantenimiento rutinario esta vía ya cuente con los niveles de servicio, toda vez 

que el mantenimiento periodo, al ser constante tiene como finalidad mantener 

estos niveles de servicios ya existentes. 

 
En ese sentido, es necesario tener en cuenta que previo al mantenimiento 

rutinario, las vías también deben de contar con un mantenimiento periódico que, 

de acuerdo al Contrato de Concesión, consiste en lo establecido en el Volumen 

1 del Manual de Conservación de Carreteras de la AIPCR/PIARC, Edición 1994, 

la misma que señala que consiste en el conjunto de actividades periódicas en 

las vías que tiene como finalidad recuperar las condiciones de los niveles 

de servicio, las mismas que pueden ser manuales o mecánicas (subrayado 

propio). 

 
Es decir que, a diferencia del mantenimiento rutinario, el mantenimiento 

periódico cuenta con el objetivo principal de recuperar las condiciones de los 

niveles de servicio; es decir, se realiza mantenimiento periódico en aquellas 

infraestructuras viales en las que se haya perdido el nivel de servicio exigido, o 

que el mismo se encuentre ausente. 
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Asimismo, en el Contrato de Concesión que la puesta a punto consiste en 

aquellas actividades que se realizan en el área de la Concesión en el derecho 

vial para alcanzar los niveles de servicio previstos en el contrato. 

 
Teniendo en cuenta lo anteriormente mencionado, una vez construida la 

infraestructura de transporte en la misma se debe realizar la puesta a punto; de 

modo que, es la primera etapa en la que se verifica que la infraestructura cuenta 

con el nivel de servicio exigido en el contrato de concesión. Asimismo, con la 

finalidad de que es mantenga el nivel de servicio el concesionario cuenta con la 

obligación de realizar mantenimiento rutinario; y en aquellos casos en los que ya 

no esté presente en la infraestructura de trasportes ese nivel exigido por el 

Reglamento será necesario que se realice mantenimiento periódico a fin de que 

se pueda alcanzar el nivel de servicio exigido. 

 
Si bien es cierto que Ositran sanciona al Concesionario por incumplir las 

condiciones técnicas, es decir, por incumplir el nivel de servicio exigido, es 

necesario verificar si los sub tramos 2, 3 y 5 contaban con el nivel de servicio 

previo al mantenimiento rutinario, toda vez que, a pesar de que el concesionario 

realice el mantenimiento rutinario no podría alcanzar el nivel de servicio exigido 

toda vez que el mantenimiento rutinario tiene la finalidad de mantener el nivel de 

servicio y no restituirlo. 

 
Al respecto, mediante la comunicación realizada por medio del Oficio No 

574-2008-MTC/25 de fecha 05 de junio del 2008 el MTC informa al concesionario 

lo siguiente: 
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Es indispensable mencionar que los sub tramos mencionados por el MTC 

hacen referencia a los sub tramos 2, 3 y 5. En este sentido, la entidad menciona 

que se programará el mantenimiento periódico, el mismo que consiste en la 

restitución de los niveles de servicio, de estos subtramos en el 2009. 

 
Es decir, teniendo en cuenta que, para cumplir las condiciones de servicio 

exigidas en el mantenimiento rutinario, es requisito indispensable que estas vías 

previo al mantenimiento rutinario cuenten con estos niveles de servicio a fin de 

que al momento de realizar el mantenimiento rutinario se mantenga el nivel de 

servicio existente. 

 
Sin embargo, en este caso, existe una clara evidencia de que los sub 

tramos 2, 3 y 5 no contaban con este nivel de servicio, es por ello que, a pesar 

de que el concesionario realice las labores de mantenimiento rutinario no es 

posible que cumpla con las condiciones de servicio; toda vez que en los sub 

tramos en cuestión estos niveles recién serían restituidos por medio del 

mantenimiento periódico a cargo del MTC. 

 
En consecuencia, en primer lugar, no es posible que Ositran sancione al 

Concesionario por el incumplimiento de realizar mantenimiento rutinario sin 

cumplir con las condiciones técnicas establecidas en el Manual de Conservación 

en los sub tramos 2, 3 y 5. 

 
En el proceso arbitral no se ha determinado si formaba parte de las 

obligaciones del concesionario cumplir con las condiciones técnicas exigidas por 

el regulado, por lo que no existe la seguridad jurídica necesaria para sancionar 

por el presunto incumplimiento, sino que, por el contrario, el regulador realiza 

una interpretación extensiva del contrato de concesión. 

 
En segundo lugar, en el hipotético caso de que como parte de las 

obligaciones del concesionario se encuentre realizar las labores de 

mantenimiento rutinario cumpliendo las condiciones técnicas; el concesionario 

no podrá cumplir con dicha obligación. 
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Para cumplir con los niveles de servicio es necesario que el MTC realice 

las labores de mantenimiento periódico, toda vez que se requiere la restitución 

de los niveles de servicio de los sub tramos 2, 3 y 5. A pesar de que el 

concesionario cumpla con la obligaciones de realizar mantenimiento rutinario, no 

podrá cumplir con los niveles de servicio, ya que el objetivo principal de realizar 

mantenimiento rutinario consiste en mantener las condiciones de servicio 

existentes en la infraestructura, sin embargo, en los sub tramos 2, 3 y 5 estas 

condiciones resultaban inexistentes. 

 
La Suspensión del Procedimiento Administrativo Sancionador contra el 
Concesionario ante la existencia de un Proceso Arbitral previo entre el 
Concesionario y el MTC 

 
Para analizar la posible suspensión del PAS ante la existencia de un 

proceso arbitral, es fundamental abordar varios aspectos. En primer lugar, se 

debe definir los alcances del arbitraje, su naturaleza dentro del marco jurídico 

peruano, así como sus características e implicancias. En segundo lugar, es 

esencial examinar en detalle los alcances del PAS y de qué manera Ositran hace 

uso de este instrumento. En tercer lugar, se debe analizar cuáles son los alcances 

de la suspensión del PAS. Finalmente, se realizará un análisis exhaustivo para 

determinar si se cumple con lo dispuesto en el artículo 64° de la Ley del PAS  en 

el caso específico que nos concierne. 

Por un lado, en relación al arbitraje Giusseppi Vera (2013) afirma que 

consiste en un medio alternativo para resolver controversias que obliga a las 

partes a someterse a las sanciones u obligaciones derivadas del mismo; como 

una opción frente a la jurisdicción impartida por el Poder Judicial (2013, p. 15). 

Las partes pueden someterse a este medio alternativo siempre y cuando se haya 

acordado someterse a esta jurisdicción; y solo si la materia controvertida puede 

ser objeto de arbitraje. 

 
Dentro del Estado peruano, este mecanismo de solución de controversias 

es expresamente reconocido por la Constitución Política del Perú en el artículo 

139 como una jurisdicción independiente. Por lo que, ninguna autoridad cuenta 

con la posibilidad de avocarse a aquellas controversias o conflictos que se 

encuentran pendientes en el órgano jurisdiccional, ni interferir en el ejercicio de 
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sus funciones. 

 

En ese sentido, la figura del arbitraje se encuentra expresamente 

reconocida en el ordenamiento jurídico peruano. La Constitución establece la 

unidad y exclusividad de la función jurisdiccional, reconociendo de esta manera 

tanto a la jurisdicción militar como al arbitraje como parte de esta función. 

Además, se garantiza la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

 
A partir de ello se reconoce que el arbitraje es un mecanismo de solución 

de controversia en el cual la decisión final es emitida por un árbitro que cumple 

el rol de un juez. Debido a esta característica, el arbitraje es reconocido como 

una jurisdicción dentro del ordenamiento jurídico peruano. 

 
Por otro lado, el proceso administrativo sancionador se origina por la 

potestad sancionadora de los organismos reguladores, según la Ley Marco de 

Organismos Reguladores. Su objetivo es establecer las infracciones e imponer 

las sanciones administrativas correspondientes dentro de su ámbito 

competencial respecto a los administrados. 

 
Es así que, según las funciones de los organismos reguladores descritas 

en la Ley Marco, estos poseen seis funciones: i) función supervisora, ii) función 

reguladora, iii) función normativa, iv) función fiscalizadora y sancionadora, v) 

función de solución de controversias, y vi) función de solución de reclamos. De 

acuerdo a la afirmación de Jorge Danós, la Administración otorga estas 

competencias según los sectores competenciales de los organismos 

reguladores, lo que sustenta la conferencia de la potestad sancionadora de la 

Administración, todo ello en virtud del “ius puniendi” del Estado (1995, p 150). 

 
Previa a la función fiscalizadora y sancionadora, el organismo regulador 

también desempeña la función normativa. En este sentido, son los encargados 

de establecer sus propias normas y procedimientos administrativos como parte 
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de sus competencias, respetando las normas vigentes y no contraviniendo el 

ordenamiento jurídico. 

 
A partir de esto, es que pueden ejercer la función fiscalizadora y 

sancionadora. De esta manera, frente al incumplimiento por parte de los 

administrados de estas normas, los organismos reguladores cuentan con la 

capacidad de sancionar estas conductas, siempre y cuando sean materias de su 

competencia. Sin embargo, es crucial tener en cuenta que esta función debe 

estar en consonancia con los principios de la potestad sancionadora establecidos 

en el artículo 230° de la Ley del Procedimiento Administrativo General. 

 
En este artículo se establece que la potestad sancionadora se encuentra 

estrechamente vinculada con los principios de legalidad, debido procedimiento, 

razonabilidad, tipicidad, irretroactividad, concurso de infracciones; continuación 

de infracciones; causalidad, presunción de licitud, culpabilidad. Por lo tanto, todo 

ejercicio de la potestad sancionadora que realicen los organismos reguladores 

debe respetar los principios anteriormente mencionados, así como los derechos 

que se encuentran establecidos dentro de la Constitución. 

 
Los principios son normas jurídicas de gran importancia en el PAS, ya que 

tienen preeminencia sobre el resto del ordenamiento; por lo tanto, es crucial 

cumplir con ellos. Cualquier acción y omisión de parte de la Administración que 

vaya en contra de estos principios genera la nulidad absoluta del acto 

administrativo. 

 
Ositran, al contar con su potestad sancionadora, está obligado a 

supervisar y sancionar las actividades o servicios relacionados directamente con 

la explotación de la infraestructura de transporte de uso público, como lo son las 

carreteras. Por lo tanto, tiene la facultad de iniciar procedimientos administrativos 

sancionadores contra aquellos administrados que incumplan con las actividades 

o servicios relacionados con la infraestructura de uso público, con el fin de 

sancionar a los infractores que incumplan con sus deberes u obligaciones. 
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En el año 2009, fecha que inició el PAS en contra del Concesionario, 

Ositran reguló el PAS en el RIS, la norma que se encontraba vigente al momento 

del desarrollo del PAS en contra del Concesionario. En particular, en el artículo 

66° del reglamento establecido, se detallan las reglas a seguir para el desarrollo 

de dicho procedimiento que se describen a continuación: 

 
Primero, Ositran señala que el PAS se inicia siempre de oficio, ya sea por 

iniciativa propia o de parte interesada. Usualmente, este procedimiento se inicia 

como resultado de acciones de supervisión; sin embargo, este último aspecto no 

es un requisito indispensable. Segundo, el procedimiento contará con un plazo 

de 20 días, prorrogable, para realizar la evaluación correspondiente y notificar a 

los administrados. El órgano instructor será el encargado de disponer la adopción 

de medidas de carácter provisional. 

Tercero, después de estas actuaciones, se otorga un plazo de 10 días al 

administrado para que formule sus descargos, así como presente los medios 

probatorios pertinentes. Cuarto, una vez concluidas las actuaciones necesarias, 

el órgano instructor formulará la propuesta de resolución que determinará las 

conductas constitutivas de infracción y la posterior imposición de sanción; o en 

su caso, el archivo del procedimiento. Finalmente, la resolución que disponga la 

sanción deberá incluir el plazo para su cumplimiento, así como las medidas 

correctivas consideradas. 

A partir de lo mencionado anteriormente, se realizará el análisis acerca de 

la suspensión del PAS en el presente caso. 

Al respecto Aura Reyes señala que dentro del debido procedimiento 

administrativo se encuentra la suspensión del procedimiento administrativo. La 

relevancia que recae sobre el mismo consiste en que la administración cuente 

con la certeza suficiente para sancionar y que la emisión de la resolución del 

procedimiento administrativo no vaya en contra a la sentencia emitida por el 

Poder Judicial o el Laudo Arbitral emitido el Tribunal Arbitral (2016, p.113). 
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Es decir, en caso de que exista una controversia previa al PAS que se 

encuentre por resolver en el Poder Judicial o el Tribunal Arbitral, la 

Administración deberá suspender el PAS con la finalidad de que cuente con la 

certeza suficiente para sancionador; asimismo, se garantiza la Administración no 

evita resoluciones contradictorias a las emitidas por el Poder Judicial o el 

Tribunal Arbitral. 

Es necesario mencionar que la suspensión del PAS consiste en una 

medida de interrupción del procedimiento sancionador hasta que el Tribunal 

Arbitral o el Poder Judicial emitan una decisión. Es decir, no será posible aplicar 

el plazo de prescripción del PAS en curso, o la caducidad del hecho punible. 

Sin embargo, no en todos los casos es posible que la autoridad 

administrativa competente suspenda el PAS, sino que debe concurrir los 

requisitos establecidos en el artículo 64 de la Ley General del Procedimiento 

Administrativo General, norma que se encontraba vigente al momento de la 

controversia. 

La norma de forma expresa señala que en aquellas en los que exista la 

tramitación de un procedimiento, y que la autoridad administrativa tenga exista 

una controversia entre dos administrados sobre aquellas relaciones de derecho 

privado en sede jurisdiccional; y que previo al pronunciamiento administrativo 

deban ser esclarecidos se solicitará a la autoridad jurisdiccional información 

sobre las acciones realizadas. Es así que la administración deberá verificar si 

concurre la estricta identidad de sujetos, hechos y fundamentos. De modo que, 

la autoridad determine su inhibición hasta que el órgano jurisdiccional resuelva 

el litigio 

 
De acuerdo al presente artículo, es posible que la autoridad encargada de 

dirigir el procedimiento administrativo pueda determinar su inhibición; es decir, 

suspender el PAS siempre que exista una estricta identidad de sujetos, hechos 

y fundamentos. 
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En el sentido del artículo 64 de la Ley del Procedimiento administrativo 

señala en específico que cuando se esté iniciando un PAS, y que la autoridad 

competente adquiera conocimiento que se encuentra tramitando en sede 

jurisdiccional, es la misma autoridad administrativa la encargada de verificar si 

se estima la triple identidad; es decir, una similitud de sujetos, hechos y 

fundamentos. Por lo que, podrá inhibirse del proceso administrativo, hasta que el 

órgano jurisdiccional emita una decisión. 

 
Al respecto el Concesionario señala que, la demanda arbitral tiene como 

objetivo principal que el tribunal defina los alcances del mantenimiento rutinario 

en los subtramos 2, 3 y 5. Esta solicitud se refleja en el petitorio de la demanda 

arbitral, que busca aclarar: i) si el mantenimiento rutinario es lo mismo que el 

mantenimiento periódico; ii) si los alcances del mantenimiento rutinario equivalen 

a la puesta a punto; y, finalmente, iii) si el mantenimiento rutinario tiene como 

objetivo mantener los niveles de servicio establecidos en el Anexo I. 

 
En consecuencia, según la posición del Concesionario, existe una 

estrecha vinculación entre lo discutido en el arbitraje y lo tratado en el PAS. Por 

lo tanto, considera que Ositran y el tribunal arbitral se pronunciará sobre el mismo 

tema, lo cual se encuentra prohibido por el artículo 139 de la Constitución. 

 
Por otro lado, Ositran manifestó que no es posible suspender el PAS, 

debido a que considera que en sede arbitral la controversia versa sobre las 

obligaciones que involucran el mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5 

de la concesión; mientras que la controversia en el PAS  fue iniciado por el 

incumplimiento respecto a las labores de mantenimiento rutinario en los sub 

tramos Cerro Azul – Pampa Clarita e Intercambio Chincha Alta sin cumplir con 

las condiciones técnicas estipuladas en la cláusula 7.2 y 7.3 del Contrato de 

Concesión. Por lo tanto, para Ositran no se cumple con la condición exigida en 

el artículo 64; es decir, no está presente la triple identidad: identidad de sujetos, 

hechos y fundamentos. 
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Es por ello que, resulta pertinente analizar cuáles son los alcances del 

petitorio de la demanda arbitral. De acuerdo a la solicitud presentada por el 

Concesionario el 12 de diciembre del 2008, y posterior escrito de precisión del 

petito presentando el 10 de diciembre del 2009 se solicita que el Centro de 

Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima que analice cuales son los alcances 

de la obligación de realizar mantenimiento en los sub tramos 2,3 y 4; y si dentro 

del mismo se encuentra cumplir con los niveles de servicio exigidos por 

organismo regulador. 

 
Esta información fue puesta en conocimiento del organismo regulador el 

28 de agosto del 2009 mediante la carta de comunicación emitida por el 

secretario del Centro de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima. 

 
Teniendo en cuenta ello, es necesario analizar la triple identidad a los 

sujetos, hechos y fundamentos de modo que se verificará si la Administración 

debe inhibirse de este procedimiento administrativo. 

 
Con respecto a la identidad de los sujetos en ambos procesos las partes 

deben ser iguales. Por un lado, con respecto al tribunal arbitral una de las partes 

es el Ministerio de Transportes y Comunicaciones y el Concesionario. Por otro 

lado, en el PAS, la Administración a cargo es Ositran y el administrado es el 

Concesionario. 

 
Si bien al parecer las partes no son las mismas, el artículo 43 de la 

Constitución Política reconoce la unidad del Estado; es decir, que el Estado 

peruano solamente se presenta en un ámbito administrativo. Asimismo, de 

acuerdo al contrato de concesión el concedente es el Estado de la República del 

Perú, actuando a través del Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

 
De modo que, resulta evidente que tanto el MTC y Ositran son entidades 

que actúan en representación del Estado Peruano, por lo que los sujetos del PAS 

el administrado es el Concesionario y la Administración el Estado Peruano. En 

consecuencia, se advierte que si se cumple con el requisito de identidad de 

sujetos. 
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En relación a la identidad de los hechos, en el expediente No 01887-2010-

PH/TC el Tribunal Constitucional estableció que consiste en la estricta identidad de 

aquellos hechos por medio de los cuales se dio tanto el inicio de una investigación como 

la otra; en ese sentido, consiste en la misma conducta material, pero sin que se tenga 

en cuenta la calificación legal.   

 
Al respecto, en este caso, se sabe que en ambos procesos se evidencia 

el mismo antecedente, el cual versa sobre los actos realizados posterior a la 

firma del Contrato de Concesión y posterior cuestionamiento sobre los alcances 

de la obligación del mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5. Es decir, 

tanto en el proceso arbitral y el procedimiento administrativo los hechos por los 

que se presenta la controversia son los mismos. Por lo que, se evidencia que se 

cumple con la identidad de los hechos. 

 
Finalmente, con respecto a los fundamentos; al respecto, en el PAS, de 

acuerdo a la imputación realizada por Ositran, se le pretende sancionar al 

Concesionario por el presunto el incumplimiento respecto a las labores de 

mantenimiento rutinario en los sub tramos Cerro Azul – Pampa Clarita e 

Intercambio Chincha Alta por ejecutarlos sin cumplir con las condiciones técnicas 

estipuladas en el Manual de Conservación. 

 
Estos sub tramos previamente mencionados corresponden en específico 

a los sub tramos 2, 3 y 5; y no como señala Ositran que responden a un objeto 

del PAS que no resulta idéntica al objeto de la materia del proceso arbitral. 

 
Asimismo, Ositran señala que en el proceso arbitral no se ha sometido a 

discusión sobre la obligación del Concesionario de realizar mantenimiento 

rutinario. Sin embargo, al verificar el petitorio de la demanda arbitral se 

demuestra que uno de los fines del proceso arbitral es determinar cuáles son los 

alcances de la obligación de brindar mantenimiento rutinario en los sub tramos 

2, 3 y 5. 

 
Además, en relación a los fundamentos tanto en el PAS y en proceso 

arbitral tiene como fin verificar si el concesionario tenía la obligación de brindar 
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mantenimiento rutinario cumpliendo las condiciones técnicas estipuladas en el 

Manual de Conservación. 

 
Así, existe una conexión estrecha entre lo que manifestaría el tribunal 

arbitral con respecto a los alcances de la obligación relacionada al 

mantenimiento rutinario en los sub tramos 2, 3 y 5. Toda vez que, en caso de 

que el tribunal señala que el Concesionario contaba con la obligación de brindar 

mantenimiento rutinario cumpliendo las condiciones técnicas la sanción del 

regulador sería correcta. Sin embargo, en caso de que el tribunal arbitral señala 

que el concesionario no contaba con la obligación de brindar mantenimiento 

rutinario cumpliendo las condiciones técnicas, sino que únicamente debía de 

cumplir con brindar mantenimiento rutinario con el único fin de asegurar el tráfico 

fluido, la resolución de Ositran resultaría contraria a lo manifestado por la 

jurisdicción arbitral. 

 
Por lo que, se evidencia que existe la necesidad de que el tribunal arbitral 

se pronuncie de forma previa a la resolución del PAS. 

 
En consecuencia, se verifica que se cumple con la triple identidad de 

sujeto, hecho y fundamento. Por consiguiente, el PAS iniciado por Ositran debió 

ser suspendido, dado que resulta necesario que el tribunal arbitral se pronuncie 

sobre los alcances de las obligaciones del Concesionario en los subtramos 2, 3 

y 5 del Contrato de Concesión. 
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VI. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES 

 
6.1 Conclusiones 

En conclusión, el concesionario no es responsable administrativamente por 

ser sancionado por el incumplimiento de realizar mantenimiento rutinario en los 

sub tramos 2,3 y 5 sin cumplir las condiciones técnicas tipificadas en el artículo 

15 del Reglamento de Infracciones y Sanciones de Ositran. 

 
Si bien, como parte de las funciones otorgadas al Ositran se encuentra la 

potestad sancionadora, la misma no puede ser ejercida de forma absoluta, sino 

que su ejercicio debe ser ajustado a los deberes, prohibiciones o limitaciones 

bajo las cuales se encuentra sometido. 

 
El organismo regulador realizó la interpretación del contrato de concesión 

de forma extensiva; empero, ello no forma para de sus funciones Sino las partes, 

así como el tribunal arbitral contaban con la postad de realizar la interpretación 

del contrato de concesión en caso se presente incertidumbres respecto a la 

obligación. 

 
Ositran infringió el principio de tipicidad dentro del PAS ya que realizó una 

interpretación extensiva del contrato con el fin de que supuesta infracción se 

encuentre subsumida dentro de inciso 2 del artículo 15, a pesar de que el 

concesionario no contaba con la obligación de cumplir con los niveles de servicio. 

 
No es posible que el concesionario cumpla con los niveles de servicio 

exigidos por Ositran, porque previamente se requiere que el MTC realice labores 

de mantenimiento periódico en los sub tramos 2, 3 y 5 a fin de recuperar las 

condiciones de los niveles de servicio.  

Asimismo, la obligación del concesionario en relación a los sub tramos 2, 

3 y 5 de brindar mantenimiento rutinario tenía como finalidad asegurar el tráfico 

fluido, dentro del mismo no se encontraba cumplir con los niveles de servicio. 

 
El tribunal arbitral posee con la función jurisdiccional, y cuenta con la 

independencia para hacer uso este. Por lo que, ninguna autoridad administrativa 

puede avocarse a una causa que esté siendo dilucidado dentro de su esfera. 
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El regulador debió suspender PAS, ya que se encontraba en conflicto con 

la función jurisdiccional ejercida por el tribunal arbitral y concurría la triple 

identidad exigida por el artículo 64 de la Ley del Procedimiento Administrativo 

para la suspensión. 

 
La suspensión del PAS es una interrupción de este hasta que el Tribunal 

Arbitral emita el laudo arbitral, no resulta posible que este procedimiento 

prescriba ni que el hecho punible caduque. 

 
6.2 Recomendaciones 

El objetivo principal del informe fue evidenciar que la Administración 

pública no puede ejercer su potestad sin límites, sino que es importante que al 

momento de ejercer esta potestad respete los límites impuestos a la 

Administración. 

 
Ositran no debe realizar interpretaciones de los contratos de concesión de 

acuerdo a su consideración, sino que debe realizar un análisis sistemático del 

mismo, así como debe emplear el uso de sus conocimientos técnicos a fin de 

verifique el análisis realizado y si es posible cumplir el mismo. 

 
Es necesario que los contratos de concesión presenten cláusulas claras y 

no ambiguas o extensas, a fin de que el concesionario y el concedente cuenten 

con el concomimiento claro en relación a sus obligaciones. De modo que se 

evitan costos elevados en los arbitrajes o procedimiento administrativos 

sancionadores inducidos por una incorrecta interpretación. 
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